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1. Introduccién

En el momenio en que parece iniciarse un proceso de revisién del estatuto
juridico del personal que presta sus servicios a las administraciones piblicas convie-
ne recordar que la consolidacién de nuestro sistema de autonomfas territoriales y el
progresivo desarrolio de los servicios publicos han acabado por constituir a las
funciones publicas no estatales en las burocracias numéricamente mds importantes
de nuestro pais.!

Este aspecto hay que contrastarlo con el importante déficic de adaptacién que
desde una perspectiva territorial presenta el modelo de ordenacién del perso-
nal gestado en la década de los afos ochenta para permitr y facilitar el proceso
de transformacién de un Estado centralizado en otro basado en la autonomia, pro-
ceso principal al que en aquel concreto momento histérico se subordina toda
posible inquietud por mejorar la eficacia gestora de los recursos humanos exis-
tentes.

La preocupacién principal del legislador de las medidas de reforma de la fun-
cién piblica es la elaboracién de un sistema que configure y asegure la condicién
del funcionario respecto a las administraciones piblicas en su nivel estatal y au-
ronémico.? La necesidad de garantizar la situacién estaturaria de los funcionarios
estatales, incluyendo los derechos adquiridos de cualquier orden y naturaleza que
poseyeran en el momento de su cesién a las comunidades auténomas, comporta
una elevada dosis de uniformidad en’su régimen juridico que se adopta consciente-
mente para disminuir las posibles resistencias de los funcionarios publicos al proce-
so de reorganizacién de competencias y servicios producido por la implantacién del
sistema de autonomias territoriales. En aquel momento el grado de acepracién
del nuevo modelo administrativo por los funcionarios y su voluntad de servicio a los

1. La distribucién del empleo piiblico entre Administracién publica estaral, autenémica y lo-
cal en 1994 se sicuaba en un 48,18 %, 32,54 % y 19,28 %, respectivamente; €l cuadro compara-
tivo correspandiente puede encontrarse en Palomar Olmeda, Alberro, «La influencia de los proble-
mas de entorno y de cardcter general en la funcién piblica actuals, RVAP, 45-1, 1996, pig. 199-
200.

2. Dicha preocupacién estd latente en el trabajo de Fuentes Sudrez, José Luis, Funcidn paiblica,
reforma administrativa y Estadp antondmice, Civitas, Madrid, 1980, donde se llega a afirmar la necesi-
dad de elaborar una doctrina que configure y asegure la condicién del funcionario piblico respecto a
la Administracidn estaral y autonémica,

Anionomies, nam. 24, febrero de 1999, Barcelona.
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nuevos entes se mide por la capacidad de reconocimiento del régimen estatutario
estatal en la estructura de destino.?

De aqui que pueda afirmarse que la construccién de un modelo de funcién
publica coherente con los principios ordenadores del Estado autondmico, que per-
mita a las comunidades territoriales disponer de la capacidad necesaria para disefiar
el patrén de gestién mds adaprado a sus propios intereses y finalidades, sea atin un
problema pendiente.

Problema agravado por una legislacién extensa y minuciosa pero dispersa, de
matriz claramente uniformadora, pero con distintos niveles sectoriales de intensi-
dad, integrada por normas bésicas estatales comunes o generales y bases especificas
para determinadas tipologfas de personal. El resultado iltimo ha sido que se ha
legislado de manera fragmentaria, pero muy intensa y detalladamente, la ordena-
cién de la funcidn piiblica, dejando con ello un estrecho margen de desarrolio a las
comunidades auténomas, que, incapacitadas para elegir su propio modelo, for-
zadas al mimetismo y a la ausencia de originalidad, buscan vias de escape des-
naturalizadoras de la competencia estaral sobre las que fundamentar la resolucién
de sus problemas de gestién.*

Un problema esencial del futuro estatuto de la funcién publica va a ser, pues, la
amplitud y dimensidn de las bases estatales. Razones de funcionalidad y operatividad
exigirian una redisefio de fa extensién y el grado de intensidad de lo bdsico en esta
materia, utilizando el margen de libertad politica sin duda existente para determinar
lo que sea bésico en cada momento® y reniendo en cuenta que un principio de inter-
pretacién operativa y funcional exigirfa una revision de aquellas materias que, decla-
radas bdsicas por la jurisprudencia constitucional, han sido desbordadas por Iz dind-
mica de los hechos y la presencia de nuevos actores en el sistema de fuentes.

Abandonar la legislacién de la uansitoriedad y sentar definitivamente las bases
del empleo publico del Estado auténomico exige un esfuerzo de compresién del
enrorno rerritorial y organizativo del sistema de gestion de recursos humanos, que
no puede hacerse sobre unos cinones interpretativos formulados al hilo de un mo-
mento histérico caracterizado por el proceso de adaptacién de las estructuras ad-
ministracivas estatales y cuya mdxima expresion es el principio de utilizacidn racio-
nal del funcionariado existente.f

3. Como después veremos, conviene resalear en este proceso el importante papel de la jurispru-
dencia constitucional decantada hacia una definicién uniforme y expansiva del modelo y la compe-
tencia estaral.

4. La idea de un modelo estatal uniforme del sistema de funcién publica basade cn una compren-
sién desmedida de la competencia bisica estatal es un lugar comin en nuestra doctrina; al respecto
Razquin Lizarraga, Jasé Antonio, «La funcién piiblica de Navarra: aspectos competenciales y evoluciénn,
RVAP, 41, 1995, pdg. 280-281; y Trayter i Jiménez, Joan Manuel, La conflicrivitar competencial Les bases
del rigim estatutari dels funcionaris publici. Generalitat de Caralunya, Institur d'Estudis Autondmics,
Barcelona, 1993, pdg. 17. Una dura critica a la transposicién del modelo estatal por parte de las normas
autondmicas sobre funcién puiblica puede encontrarse en Calonge Veldzquez, A., Garcia de Coaa, ]. A.,
«La ley de la funcién piiblica de Castilla y Ledn: clon huérfancs, REALA, 249, 1991, pdg. 121-144.

5. A la existencia de un margen de libertad politica en la determinacién de lo que sea bdsico en
cada momento se ha referido Tornos i Mas, Joaquim, «La legislacion bdsica cn la jurisprudencia del
Tribunal Constitucionals, RVAP, 31, 1991, pdg. 281.

6. La STC 76/1983, de 5 de agosto, FJ 42, enuncia con claridad la situacién de wransitoriedad a
la que me refiero.
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Para ello vamos a tratar de determinar cudl es el nicleo bdsico de la comperen-
cia estatal en esta materia, intentando articular una exposicién que pueda ser de
utilidad en un contexto como el actual, determinado por el proceso de revisién
legal del régimen juridico de los funcionarios piblicos.

2. Constitucién y estatutos de autonomia

El articulo 149.1.18 de la CE reserva al Estado la competencia exclusiva sobre
las bases del régimen juridico de las administraciones publicas y del régimen es-
tatutatio de sus funcionarios.

No es esta la tnica habilitacién estatal sobre la materia, sino que conviene
destacar la capacidad expansiva de otros titulos con incidencia directa sobre la mis-
ma, como puede ser la competencia estatal sobre las bases y la coordinacién de la
planificacién general de la actividad econdmica (are. 149.1.13 CE) o la concurren-
cia delimitadora de otras competencias estatales que sélo circunstancialmente apa-
recen relacionadas con la funcién publica, tales como el régimen de produccién,
comercio, tenencia y uso de armas y explosivos (art. 149.1.26) o la regulacién de las
condiciones de obtencién, expedicién y homologacion de titulos académicos y
profesionales (art. 149.1.30), obvidndose por el momento la referencia a situacio-
nes més concretas como la del personal docente universitario y no universitario, la
policia de seguridad, el personal al servicio de la Administracién local o de la Ad-
ministracién de justicia, terrenos todos ellos propicios al entrecruzamiento de habi-
litaciones estatales y autondmicas. .

Por lo que hace referencia a las previsiones de los estaturos de autonomia en
materia de funcién pablica, pueden distinguirse diversas formas de tratamiento del
tema agrupables en tres conjuntos.’

En primer Jugar, el Estatuto de autonomfa del Pais Vasco recoge en su articulo
10.4 como competencia exclusiva de la Comunidad el «Estatuto de los Funciona-
rios del Pais Vasco y de su Administracién local, sin perjuicio de lo establecido en el
articulo 149.1.18, de la Constituciény; este mismo redactado se puede encontrar
en ¢l articulo 35.3 del Estatuto de autonomia de Aragén.® Podemos incluir en este
grupo el supuesto especial del Régimen foral de Navarra ya que en el articulo 49.1.6
de su Estaturo se atribuye competencia exclusiva a la Comunidad sobre el «Régi-
men estatutario de los funcionarios ptiblicos de la Comunidad foral, respetando los
derechos y obligaciones esenciales que la legislacién bdsica del Estado reconozca a
los funcionarios publicos».”

7. Seguimos en este punto la clasificacién elaborada en su dia por Jiménez Abad, Manuel, «La
Funcién publica espafiola en el marco de los estatutos de autonomia y la LOAPA», D4, 196, 1982,
pig- 109-114.

8. El nuevo articulo 35.3 del Estatuto de auronomia de Aragén, con la redaccién dada por la Ley
orgdnica 5/1996, de 30 de diciembre, atribuye a la Comunidad competencia exclusiva en el «Régi-
men estatutario de los funcionarios de la Comunidad Auténoma de Aragén, y de su Administracién
local, sin perjuicio de lo dispuesto en el nimero dieciocho del apartado 1 del ardiculo 149 de La
Caonstitucidn»,

9, Redaccién que sin duda permice un mayor margen competencial en esta materia a la Comuni-
dad foral, ral como lo ha entendido la STC 140/1990, de 20 de septiembre, que en su fundamento
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Un segundo grupo de estatutos (Catalufia, articulo 10.1; Galicia, articulo 28.1;
Islas Baleares, articulo 11.3; Excremadura, 8.6; Valencia, 32.1; Andalucia, 15.1;
Canarias 32.2), encomiendan a las respectivas comunidades competencias de desa-
rrollo legislativo y ejecucidén «en el marco de la legislacién bésica del Estado y, en su
caso, en los términos que la misma establezca».'®

En un tercer grupo habria que situar a las comunidades auténomas de Canta-
bria, La Rioja y Madrid, cuyos estatutos no contienen una cldusula de atribucién
expresa de competencias sobre funcién piblica aunque en sus disposiciones transi-
torias se afirma que el régimen juridico de sus funcionarios queda sujeto a la legisla-
cién general del Estado y a la particular de las comunidad en el 4mbito de su
competencia, con lo que puede reconocerse implicitamente un titulo sobre l2 ma-
teria que permitiria integrar en el segundo de los conjuntos disefiados a las comuni-
dades auténomas de este grupo.’ Finalmente, el Estatuto de autonomia de Astu-
rias no contiene ninguna referencia a las posibles competencias de esta Comunidad
en materia de funcidn piblica."

A partir de aqui, y dejando al margen los casos especificos de las comunidades
auténomas de Navarra y Ascurias, podriamos afirmar que el resto de comunidades
se divide entre las que tienen reconocida la competencia exclusiva en mareria de
funcién publica y las que limitan su competencia al desarrollo legislative y ejecu-
cién de la legislacién bdsica estatal «en los términos que la misma establezcas, «de
acuerdo con los principios y normas de actuacién de la Administracién del Es-
tado, «de acuerdo con la legislacién del Estado» o «de conformidad con la legisla-
cién bdsica estatal».

Por lo que hace referencia a la distincién entre competencia exclusiva asumida

juridico 4 refiere la comperencia bisica estatal que puede establecerse como limite a la competencia
foral 2 «aquellas situaciones juridicas caracterizadoras del propio modelo de régimen estatutario de los
funcionarios, que confirman la sustancia misma de ese régimen y sin las cuales no seria reconocible
ese estatuton. Sobre |a competencia de la Comunidad foral de Navarra en materia de funcién piiblica,
Razquin Lizarraga, José Antonio, «La funcidn piblica de Navarra: Aspectos competenciales y evolu-
ciéne, RVAP, 41, 1995, pdg. 274-276.

10. A mi juicio hay que incluir en este grupo a las comunidades auténomas de Castilla y Ledn
(art. 31.2), Castilla-La Mancha {art. 39.3) y Murcia (arr. 52.2). En el primer caso, parece reconocerse
a la Comunidad comperencia en la mareria «régimen de sus funcionarios de acuerdo» con los «princi-
pios y normas de actuacién de la Administracién del Escadon. En el segundo, se reconoce a la Comu-
nidad competencias para el «establecimiento del régimen estatutario de sus funcionarios» pero «de
acuerdo con la legislacidn deb Estado». Por dliimo, ¢l Estaturo murciano matiza que el régimen
juridico de los funcionarios de su Comunidad «serd regulado mediante Ley de la Asamblea de confor-
midad con la legislacién bdsica del Estadon.

11. Disposicién transitoria novena del Estatuto de autonemia de Canrabria; disposicién transi-
toria novena del Estatuto de autonomia de La Rioja; disposicién rransicoria tercera del Esraruto de
Madrid.

12. Lo que no parece haber sido un obstdculo para que la Comunidad legislara sobre la mareria
produciendo la Ley 3/1985, de 26 de diciembre, de ordenacién de la funcién pdblica de la Ad-
ministracidn del Principado, modificada por la Ley 4/1991, de 4 de abril, y la Ley 4/1996, de 13 de
diciembre. Precisamente el articulo 1 de esta norma legal establece que la misma se produce «en
desarrollo de lo dispuesto en el Estatuto de autonomia para Asturias y del mandaco contenido en la
Ley 3071984, de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la funcién piblicas. Asf, ¢l articulo 11 de
esta norma estatal habilita a las comunidades autdnotmas para proceder a ordenar mediante ley de sus
respectivas asambleas legislativas su funcién piblica propia.
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sin perjuicio de la competencia bsica estatal y competencia de desarrollo legislati-
vo y ejecucién, no parece necesario un gran esfuerzo interpretativo para llegar a la
conclusién de que también sobre este tipo de competencia exclusiva opera la legis-
lacién bdsica estatal constituyéndola en competencia de desarrollo legislacivo.

Mayores dificultades ofrece la diferenciacién introducida por la redaccién de
los estatutos que atribuyen a las respectivas comunidades compertencias legislativas
de desarrollo legistativo y ejecucion «en el marco de la legislacién bisica del Estado
y, en su caso, en los términos que la misma establezcar o férmulas similares.

La diferencia entre estos estatutos y los del Pafs Vasco y Aragén consiste preci-
samente en la referencia a la competencia legislativa de la comunidad aurénoma
como un desarrollo de los términos que establezca la norma estatal en lo que parece
ser un reconocimiento a la legislacién bsica de una mayor capacidad de definicién
y encuadramiento de la competencia autondmica.

Conviene recordar aqui la autorizada linea doctrinal que defiende que en el
primero de los supuestos planteados las bases son sélo aquellos principios esenciales
que exige el niicleo de una materia mientras que en el segundo la legislacién bdsica
es una regulacién articulada de una materia con vocacién de agorarla en el plano
horizontal para fijar una marco normarivo a desarrollar por una ley posterior, lo
que implica que en un caso surja una ley que integra y complera las bases estatales y
en el otro una ley de desarroilo.”

A mi juicio dicho planteamiento conlleva el inconveniente de hacer depender
la capacidad legistativa autonémica de la estructura de la norma estatal que se
presenta como variable o alternativa en funcién del tipo de porestad legislariva
asumida por las comunidades auténomas. No parece que el contenido y alcance de
la competencia legislativa auronémica haya de depender de la norma bisica es-
tatal,“ y no parece tampoco que la leyes estatales puedan llegar a distinguir la
estructura o la extensién de sus preceptos bdsicos en funcién de la forma asumida
por la atribucién de la competencia autonémica.

Si se quiere encontrar una diferencia razonable a este tipo de dicci6n habrd que
acabar llevindola a la capacidad de innovacién de la norma autonémica en el cam-
po no cubierto por lo bsico. Pero en este sentido la inexistencia de normas
estarales sélo puede ser entendida como condicién de posibilidad para que las co-
munidades auténomas que hayan asumido competencias legislativas, con indepen-
dencia de cusl pucda ser la forma de asuncién, las ejerzan sin mds limite que el
respeto a los principios que se deriven de la Constitucién, siendo posible la innova-
cién siempre que no se introduzcan divergencias irrazonables y desproporcionadas
al fin perseguido."

13. Mufioz Machado, Santiago, Cinco estudios sobre el poder y la téenica de legistar, Civitas, Ma-
drid, 1986, pdg. 106-107; Tornos i Mas, Joaquim, «La funcién priblica en las comunidades auténo-
mas (condicionantes previos y marco normativo de la potestad legislativa autonémica)w, RVAP, 7,
1083, pig. 134-138.

14. Tal como se sefiala en Bayona i Rocamora, Antoni, £ dret a legislar en {Estat autondmic,
Escola d’Administracié Piiblica de Cacalunya, Barcelona 1993, pdg. 195-200.

15. Asi se establece en la STC 5/1982, de 8 de febrere, FJ 2. La ST5S de 4 de marzo de 1996 {(Ar.
2171) resuelve un conflicto fundamentado en la capacidad de innovacién de la norma autondmica en
ausencia de legislacién basica estatal sobre el régimen de una concreta tipologfa de funcionarios
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Asi, las competencias de desarrollo legislativo de las comunidades auténomas
son, en cualquier caso, competencias de desarrollo € integracién de las que no se les
puede privar aun en el caso de inexistencia de legislacién bdsica estatal. Ademds, la
legislacién de desarrollo es siempre ¢jercicio de una competencia legislativa que
puede ir mds alld del reglamento y que sélo estd condictonada por las normas
bdsicas entendidas como una regulacién comiin que no ha de diferenciarse en fun-
cién de configuraciones o precisiones estatutarias que no llegan a desnaruralizar el
hecho de que lo que se asume es una potestad legislativa fundamentada en el prin-
cipio de competencia y no en el de jerarquia.

Afirmar la posibilidad de predeterminacién especiat de la comperencia autoné-
mica en funcién de la interpretacion estatutaria de fa distribucién de competencias
sustentada en redacciones mds o menos afortunadas de los preceptos estatutarios
nos parece acentuar un elemento de diversidad disfuncional para el Estado au-
tondémico y el sistema de funcién piblica que se trata de construir. De aqui que
mantengamos una posicion de igualacién esencial de [a comperencia autonémica
afirmando que todas las comunidades —con las excepciones ya citadas— tienen
reconocido el mismo nivel competencial de desarrolio legislacivo y ejecucién de las
bases estatales en mareria de régimen juridico de los funcionarios publicos.

3. La materia «régimen estatutario de los funcionarios piblicos»
y los titulos estatales con incidencia en la regulacién del personal
al servicio de las administraciones pablicas

La competencia estatal en materia de funcién publica depende de lo que pue-
dan ser las bases del régimen estatutario de los funcionarios pdblicos. Asi, el con-
cepto «régimen estarutario de los funcionarios piblicos» delimira y concreta ¢l 4m-
bito de la competencia estatal.

Lo que pueda ser el estatuto de los funcionarios piiblicos en términos de rele-
vancia constitucional se encuentra contenido en el articulo 103.3 de la CE, donde
se reserva a la ley la regulacién del estatuto de los funcionarios ptblicos, se garanti-
za a los ciudadanos el acceso a la funcién puiblica de acuerdo con los principios de
mérito y capacidad, se permire al legislador introducir peculiaridades en el ejercicio
del derecho de sindicacién de los funcionarios puiblicos, se prevé el establecimiento
de un sistema de incompatibilidades y se advierte de que el estatuto de los funcio-
narios puiblicos ha de contener las garantias necesarias para que ejerzan sus funcio-
nes en condiciones de imparcialidad.

Mis alld de estos aspectos no parece que exista un estatuto legal del funcionario
de carrera con rango constitucional.'® Es mds, a mi juicio el articulo 103.3 de la CE

publicos (personal al servicio de la asistencia sanicaria de la Seguridad Social), admitiendo la ca-
pacidad de la Comunidad Auténoma de Andalucia para la introduccién de una nueva regulacién que
se considera proporcionada y razonable a la competencia de 1a Comunidad.

16. No existe en nuestro sistema, a diferencia del articulo 33.5 de la Ley fundamental de Bonn,
un precepto que establezca el mandaw de legislar «arendiendo a los principios tradicionales de la
funcién piblicas, como acertadamente sefala Pulido Quecedo, Manuel, £/ arceso a los cargos y funcio-
nes priblicas. Un estudio del articulo 23.2 de la Constitucin, Civitas, Madrid, 1992, pig. 423.
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establece una previsién de futuro, anunciando que se dictardn una o varias leyes
cuyo objeto normativo es «el» estatuto de los funcionarios —la ordenacién de su
régimen de prestacién de servicios diferenciada del resto de relaciones de servi-
cios— y su contenido obligado es exclusivamente el derecho de acceso en condicio-
nes de igualdad y mérito, [a libertad sindical de los funcionarios ptblicos, el sistema
de incompatibilidades y las garantfas necesarias para el ejercicio de funciones en
régimen de imparcialidad.

Todas estas prescripciones atienden al contenido eseficial de una disciplina
—el régimen estatutario de los funcionarios pblicos—a la que quedan unidas con
un nexo inderogable, pero Ia extension def estatuto de los funcionarios ptblicos no
debe ir mds alli de lo necesario para su plena vigencia e implantacién, si no se
quiere privar de flexibilidad adaptativa, funciona! y rerritorial, a la disciplina del
empleo piblico. -

El régimen estatutario de los funcionarios piblicos es ante todo una nocién
doctrinal que sc refiere a un modelo de prestacion de servicios cuyo régimen jurfdi-
co se define legal y reglamentariamente con cardcter objetivo sin admitir derogacio-
nes individuales fundamentadas en la autonomfa individual.” De aquf puede de-
ducirse quitlos funcionarios péblicos estdn sometidos a las condiciones de empleo
determinadas por las leyes y los reglamentos y excluirse otros posibles sistemas de
produccién de normas para la relacién de servicios,™ pero no puede derivarse un
conrenido sustantivo de la misma. La relacién de empleo estarutaria como situa-
cién objetiva puede contraponerse 3 ¥ relacién de empleo laboral como situacién
auténoma, pero ello no permite idetibificar su contenido. Lo que se discure es un
sistema de produccién de normas para un tipo definido de relacién, no el conteni-
do mismo de esa relacién, contenido que en todo caso puede encontrarse en el
articulo 103.3 de la CE.

En primer lugar, dicho contenido estd constituido por una referencia a las
condiciones de ingreso al empleo puiblico de acuerdo con los principios de mérito
y capacidad que enlaza directamente con el articulo 23.3 de la CE, donde se prevé
el derecho fundamental de los ciudadanos al acceso en condiciones de igualdad a
as Funciones ptiblicas. Parece, pues, que los requisitos indispensables de acceso a la
funcién publica para garantizar la igualdad y los procedimientos minimos a través
de los que se ha de ejercer el derecho para la determinacion del mérito y la ca-
pacidad forman parte del estatuto de los funcionarios publicos y deberdn contener-
se en una norma con rango de ley.”? .

Pero el derecho consagrado en el artfculo 23.2 de la CE no sélo integra el

17. la caracterizacién del régimen estatutario de los funcionarios péblicos como una nocién
doctrinal en la STC 5/1982, de 8 de febrero, F] 1; la definicién de la relacién estatutaria como una
situacién juridica objetiva definida legal y reglamentariamente de acuerdo con los principios de reser-
va de ley y legalidad en 1a STC 99/1987, de 11 de julio, FJ 6. En rodos estos casos la definicién de 1a
relacién del funcionario pablico como una sicuacién objetiva y determinada por el legislador o por la
propia Administracién atiende a la posible modificacién de la misma por idénticos medios sin que a
ello pueda oponerse la voluntad del funcionario. Prima, pues, la continuidad y adaptabilidad de la
relacién al interés piblico por encima de la voluntad del funcionatio, planteamiento que se refleja con
toda claridad en el ATC 160/1989, de 3 de abril, E] 3.

{8, Como en su dis se planteé en la STC 57/1982, de 27 de julio, FJ 6.

19. STC 185/1994, de 20 de junio, FJ 5.
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acceso sino también el mantenimiento de la condicién de funcionario ¥, en conse-
cuencia, se exige que las normas que regulan las situaciones de continuidad en la
relacién y la pérdida de la condicién de funcionario formen parte del estatuto y
queden reservadas a la ley.?

El articulo 23.3 de [a CE actiia durante roda la vida profesional del funcionario
¥» por tanto, s¢ considera aplicable al sistema de provisién de puestos de trabajo,
aunque es diferente el rigor ¢ intensidad con que operan los principios de mérito y
capacidad segtin se trace del acceso a la funcién piiblica o de la provisién de puestos
de trabajo entre personas que ya han acreditado la condicién de funcionario, por lo
que deben tenerse en cuenta otros criterios distintos orientados a la consecucidn y
logro de una mayor eficacia de las organizaciones publicas o a satisfacer otros bienes
constitucionalmente proregidos.?!

Este debilitamiento de los principios de mérito y capacidad permite que el
perfil profesional de algunos puestos de trabajo pueda establecerse en funcién de
ciertas cualidades subjetivas, conocimientos o una especial dedicacién que pueden
ser valoradas en la seleccién del candidate mis idéneo,? con lo que se viene a
indicar que las condiciones y los requisitos de acceso a unos puestos de trabajo han
de estar en funcién de las necesidades de una administracién ptiblica en eérminos
de mayor eficacia en la organizacién o la prestacién de servicios.

De conformidad con el principio de eficacia, se reconoce al legislador un am-
plio margen en la determinacién de cudles pueden ser las opciones mds adecuadas
para la concrecién de los conceptos de mérito y capacidad que se hayan de tomar
en consideracidn en el sistemna de provisién de puestos. Pero, dentro de un razona-
ble margen de libertad, fa determinacién del mériro se ha de establecer en términos
generales y abstractos, con lo que se veda, no iz especificidad del mérito en funcién
del puesto, sino su referencia a situaciones individuales y concretas. En cambio, la
exigencia de unas determinadas calificaciones para el desempefio de una funcién
no es conraria al principio de igualdad siempre que sean adecuadas a la nacuraleza
propia de las tareas a realizar y se establezcan con cardcter general.

Ademis, en nuestro ordenamiento no existe un sélo sistema o procedimiento
para la provisién de puestos de trabajo entre funcionarios, nj existe tampoco ho-
mogeneidad entre situaciones de permanencia y estabilidad correspondientes a los
diversos puestos, dada la variedad de administraciones publicas y de tareas a desa-
rrollar.?

En segundo lugar, la relacién estaturaria escd integrada por las peculiaridades
que puedan introducirse en el cjercicio del derecho de sindicacién de los funciona-

20. STC73/1994, de 3 de marzo, F] 2. La STC 385/1993, de 23 de diciembre, F] 9, considera
como bisico el régimen de la separacidn o de la destieucién del Fancionario publico entendidas come
modalidades extintivas de la relacién. El ATC 348/1995, de 19 de diciembre, suspende determinados
precepros de la Ley de la Comunidad Auténoma de Extremad ura 5/1995, de 20 de abril, de modifi-
cacién parcial y urgente del Texro refundido de la Ley de funcién publica de Extremadura, que
introducen nuevas causas de la pérdida de la condicidn de funcionario ptiblico distintas de las es-
tablecidas por la legislacién bésica estacal,

21. §TC 293/1993, de 18 de octubre, F) 4.

22. STC 293/1993, de 18 de octubre, F] 5.

23. STC 293/1993, de 18 de octubre, FJ 5.



Toan Mauri, La distribucidn de comperencias en materia de funcidn piiblica 45

rios puiblicos. Lo que habilita la Constitucién es la introduccién de un mayor o
menor grado de limitacién al ejercicio del derecho en funcién de sus posibles coli-
siones con bienes juridicos de igual o mayor rango, entre los que ocupan un desta-
cado papel los principios de eficacia y jerarqufa, que deben presidir por mandato
constitucional la accién de la funcibn piblica,* introduciendo lo que se ha dado en
llamar una reserva de limitacién 6 restriccién al ejercicio de un derecho fundamen-
tal, entendida como posibilidad juridica de adoprarla, sin que la misma tenga por
qué ser definida en su intensidad o ser forzosamente urilizada.?®

El concepto mismo de peculiaridades parece arrastrar alguna imprecisién al no
tratarse ni de una exclusién, ni de una amputacién de determinadas facultades
integrantes del contenido esencial de la libertad.* De hecho, las peculiaridades dé
la libertad sindical de los funcionarios publicos permitirfan variaciones o adapta-
ciones de su gjercicio a las especialidades objetivas de la prestacién de trabajo en la
funcién piblica y a la propia Administracién piblica como empleadora. Pero con-
viene no olvidat que la adaptacién de.un derecho 2 una situacidn es necesariamente
una operacién eonfiguradora que permiteyla introduccién de aquellas restricciones
y contenidos procedimentales en el ejercicio del derecho que demande la salvaguar-
da de los ¥alores constitucionales caracter(sticos de la relacién de empleo piblico y
dé la Adfiinistracién como organizacién. Si las peculiaridades de 1a libertad sindi-
cal de los funcionarios publicos permiten su adapracién al régimen estatutario y a
los requerimientos de la organizacién que lo modela, las manifestaciones del ejerci-
cio de ese derecho, que en otro coritexto serfan legitimas, pueden no serlo 0 no
estar definidas con la misma amplitud y liberrad de opcién cuando su ejercicio se
valora en el marco de la relacién estacutaria y en el seno de 12 Administracién
piiblica como institucién definida pot los principios constitucionales de objetivi-
dad, eficacia o jerarquia.”’

Las normas sobre representacién colectiva contemplan al funcionario en cuan-
to servidor de la Administracién pdblica; en ningiin momento al margen de su
relacién de servicios, por incidir, precisamente, en el desarrollo de esa relacién y, en
este sentido, constituyen un aspecto esencial del estatuto de los funcionarios puibli-
cos, vinculado indirectamente con un derecho fundamental de libertad como es la
libertad sindical.®

En todo caso, conviene distinguir entre el desarrollo del derecho constitucional
a la libertad sindical, que entra dentro del 4mbito de lo sindical, y la representacion
colectiva de los funcionarios piblicos, ya que la regulacién de unos érganos de
participacién y representacién de los funcionarios publicos no constituye desarro-

24. STC 143/1991, de 1 de julio, FJ 5. _

25. De Otto Pardo, Ignacio, «La regulacién del ejercicio de los derechos y libertades. La garantia
de su contenido esencial en el articulo 53.1%, en Martin-Retortillo, Lorenzo y de Otto Pardo, Ignacio,
Derechos fundamentales y Constitucidn, Civitas, Madrid, 1988, pdg, 152-153; Gavara de Cara, Juan
Carlos, Derechos fundamentales y desarrolly legislativo, CEC, Madrid, 1994, pdg. 181.

26. Roqueta Buj, Remedios, La negociacidn colectiva en la funcidn piiblica, Tirant lo Blanch,
Valencia, 1996, pdg. 40 y ss.

27. La STS de 21 de septiembre de 1993 (Ar. 6832) advierte de que ¢l ejercicio de los derechos
sindicales por los functonarios publicos escd somertido a peculiaridades «que, en definitiva, hacen que
la ley les restrinja una serie de posibilidades de actuacién normales en el resto de los trabajadoress,

28. STC 102/1988, de 8 de junio, FJ 4; STC 140/1990, de 20 de septiembre, F] 4.
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llo legislativo de la libertad sindical sino que supone la regulacién sustantiva de un
derecho estaturario de los funcionarios publicos.?

En tercer lugar, el estatuto de los funcionarios piiblicos ha de estar integrado
por un sistema de incomparibilidades tendente a garantizar la objetividad de la
actuacidn administrativa, evitando otras relaciones de dependencia perturbadoras
de la imparcialidad o la eficacia del funcionario publico, procurande ta mdxima
dedicacién a las funciones propias del empleo o cargo publico.”

En cuarto lugar, un aspecto esencial del estatuto de los servidores piblicos lo
han de constituir las garantias para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.
El concepto de imparciatidad puede reagruparse en torno a tes perspectivas: la de
la tucela del ciudadano en relacién con la Administracién, la garantfa de la Ad-
ministracién y de los empleados pablicos en relacién con la accién politica del
gobierno y la garantfa de la Administracién en relacién con las asociaciones y otros
centros de referencia de intereses de la sociedad civil !

La perspectiva que se escoja para el tratamiento de la imparcialidad funciona-
rial en el contexto constitucional puede ser determinante de su contenido. Ob-
viamente, no parece que haya que confundir la imparcialidad del funcionario pg-
blico con la objetividad de la Administracién en sus relaciones con los ciudadanos
aunque sdlo fuera por un criterio estricto de economia constitucional. Tampoco
parece que la imparcialidad del funcionario piiblico se predique de su garantfa en
relacién con las asociaciones privadas, a la que sf pueden obedecer otros referentes
constitucionales relacionados con el empleo puiblico como puede ser la peculiariza-
cién de la libertad sindical. La imparcialidad que se predica del funcionario piibtico
hay que entenderla mds como independencia frente al poder politico y supone la
garantfa de una funcién piblica profesional en la que la posible separacién o re-
mocién de sus miembros y el desarrollo de su carrera administrativa obedezcan
exclusivamente a los supuestos legalmente establecidos.”

Por contraposicién hasta lo ahora expuesto, el concepto aportado por la juris-
prudencia constitucional en la fundamental Sentencia 99/1987, de 11 de junio, F]
3, de lo que pueda ser el estatuto de los funcionarios piblicos, entiende compren-
dida en la expresion la normativa relativa a la adquisicién y pérdida de la condicién
de funcionario, las condiciones de promocién en la carrera administraciva y las
situaciones que en ésta puedan darse, los derechos y deberes y responsabilidades de
los funcionarios y su régimen disciplinario, asi como la creacién e inregracién, en
su caso, de cuerpos y escalas de funcionarios y el modo de provisién de puestos de
trabajo, con lo que el concepto sc extiende a la entera temitica def empleo publico
y no a las materias correspondientes contenidas en la reserva que pueden despren-
derse de una interpretacién mds literal de los precepros constitucionales.

29. STC 165/1986, de 18 de diciembre, F] 3.

30. STC t72/1996, de 31 de octubre, FJ 1.

31. Cassese, Sabino, fmparzialiti amministrativa ¢ sindacato givrisdizionale, Giuffr edicore, Mi-
lin, 1973, pdg. 44-46.

32. Como se ha dicho, Ia palabra imparcialidad define la cualidad del que no toma partido ni por
los unos ni por los otros, es decir, el que no es parcial; en cambio, la palabra objerividad designa la
cualidad de un juicio que no se ve alterado por ninguna preferencia subjetiva, Kondylis, Vassilios, Ze
principe de neurralité dans la fonction publigue, LGD], Paris, 1994, pdg. 3.
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Deé hecho, en esta manifestacién, que se toma como hilo conducror de la doc-
trina constitucional sobre la materia, el Tribunal Constitucional ha derivado el
contenido del estatuto de los funcionarios publicos de la legislacién estatal to-
mando como referencia principal la legislacién articulada de funcionarios civiles
del Estado y la de reforma de la funcién puablica;?® sélo asi puede entenderse la
mencién expresa de determinados 4mbitos, como la creacién o integracién de cuer-
pos o escalas, y la ausencia clamorosa de otros, como, por ¢jemplo, el sistema de
incompatibilidades.

En todo caso, conviene resaltar que el criterio interpretativo que se menciona se
refiere a la reserva constitucional que habrd de ser dispuesta por el legislador; es
decir, lo que se define es ¢l régimen estatutario reservado a la ley y no el contenido
basico del régimen estaturario; aqui hay que insistir en la diferenciacién existente
entre una técnica de articulacién o definicién de campos dentro del sistema de
produccién de normas de un determinado ordenamiento y la técnica de distribu-
cién de competencias; es decir, nada obliga a que el 4mbito de la reserva legal y el
de la competencia bdsica estatal tengan que ser coincidentes. En primer lugar, por-
que la ley autonémica estd en condiciones de satisfacer la reserva de ley contenida
en la Constitucién y, en segundo lugar, porque la reserva de ley que se refleja sobre
una materia no puede suponer su agotamiento sino sélo el de sus contenidos bisi-
cos dentro del 4rea reservada a la ley, remitiendo a una participacién del legislador
autonémico para que la mencionada reserva pueda ser desarrollada en toda su ex-
tensién. )

A mi juicio, €l régimen estatutario de los funcionarios piblicos desde una pers-
pectiva estrictamente constitucional alude a una especial manera de normar una
relacién de servicio fundamentada en el derecho objetivo y diferenciada de 1a rela-
cién laboral, cuyo contenido esencial abarca los requisitos indispensables y los pro-
cedimientos minimos para el acceso a la funcién piblica en condiciones de igual-
dad y mérito, las condiciones de mantenimiento y pérdida de la condicién de
funcionario, el establecimiento de los principios generales del mérito profesional
en el sistema de provisién de puestos, las peculiaridades del ejercicio del derecho de
libertad sindical, que conviene distinguir de las normas de participacién y repre-
sentacién colectiva de los funcionarios publicos, el sistema de incompatibilidades y
las garantias de desarrollo de la carrera administrativa.

Obviamente, a estos 4mbitos pueden sumarse otros por via de conexién sobre
materias especificas que guarden una relacién estrecha con los principios y valores
que los preceptos constitucionales tratan de salvaguardar, pero si estos dmbitos
configuran la materia sobre régimen juridico de los funcionarios pdblicos, la com-
petencia bésica estaral ha de mantenerse dentro de sus limites, sin perjuicio de que
a favor de la misma puedan reflejarse otras competencias estatales que garanticen
una mayor intervencién del legislador bdsico.

Dos parecen ser los titulos estacales que mayor incidencia pueden tener en
materia de funcién publica: el régimen juridico de las administraciones publicas

33, Un simple repaso a la estructura de los capitulos del Decreto 315/1964, de 7 de febrero, por
el que se aprueba la Ley articulada de funcionarios civiles del Estado, es suficientemente ilustrativo al

FESpECto.
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(articulo 149.1.18 CE) y la coordinacidn de la planificacién general de la actividad
econdmica (artfcule 149.1.13 CE).

Por lo que respecta al primero, la temprana STC 76/1983, de 5 de agosto, en
su FJ 38, reconocid una doble competencia estatal derivada del articulo 149.1.18
de la CE: la competencia para regular los aspectos basicos de la situacién personal
de los funcionarios publicos, es decir, de la denominada relacién de servicio, y la
competencia para regular los aspectos esenciales de la organizacién de la burocracia
de las administraciones piblicas, asegurando que la materia «régimen juridico de
las administraciones publicas» no se refiere exclusivamente al procedimiento y al
régimen de recursos, sino que ha de entenderse incluida en ella la regulacién bdsica
de la organizacién de todas las administraciones puiblicas.

El problema estriba en saber lo que puedan ser los principios bisicos de la
ordenacién de la burocracia,

En la delimitacién del 4mbito material de dichos principios se ha intentado
distinguir la relacién de servicio, donde se podrian encuadrar los derechos y debe-
res de los funcionarios publicos, el sistema de situaciones que permite el manteni-
miento de la relacién y la garantia de la carrera administrariva, de la llamada rela-
cién orgdnica, a la que se vincularian las cuestiones relarivas a las clases de
funcionarios publicos, la determinacién de los puestos de trabajo, la forma de pro-
visién de los mismos, la articulacién de la carrera administrativa y la formacién,
precisamente para afirmar que la competencia estatal deberfa limitarse a la relacién
de servicio sin extenderse a la relacién orgdnica, que se incluirfa dentro de 12 ma-
teria organizacién de la Administracién entendida como dmbito interno propio de
la autonomf{a

Pero a este planteamiento puede contraponerse otro fundamentado en la afir-
macién de que el espacio de la relacién de servicio quedaria cubierto por la compe-
tencia bdsica estatal sobre el régimen juridico de los funcionarios publicos, mien-
tras que los aspectos relacionados con la relacién orgdnica se vincilarfan a la
competencia bdsica estatal en materia de régimen juridico de las adminiscraciones
pblicas. Asi, la competencia estatal sobre empleo puiblico resultaria del entrecruza-
miento del doble titulo estatal sobre las bases del régimen juridico de las adminis-
traciones piiblicas y del régimen jurfdico de los funcionarios puiblicos.

A juicio de nuestra docrrina,®® esta es la tesis que parece encontrar acogida en la
jurisprudencia del Tribunal Constitucional, con lo que la definicién de las normas
esenciales sobre el establecimiento y la configuracién de la organizacién interna de
las administraciones puiblicas en el sentido de la creacién, modificacién y supresién

.34. La diferenciacién apuntada en Lliset, Francesc, y Tornas, Joaquim, La funcié piblica de fes
comunitats autdnomes, Escola d'Administracié Pablica de Catalunya, Barcelona, 1986, pig. 100-101.
35. Parada Vizquez, José Ramén, Derecho administrative ( organizacion y empleo piiblica), Mar-
cial Pons, Madrid, 1986, pdg. 283, se refiere a fa existencia de dos tesis contrapuestas: una autonomis-
ta, que entendfa que el régimen estarurario no comprendia mds que los aspectos juridicos de la
relacién funcionarial, remitiéndose, en consecuencia, a las comunidades auténomas la regulacién del
modelo y aspectos organizatorios de la funcién piiblica; otra estatalista, para la que en el concepto de
régimen estaturanio y en la competencia del Estado no solamente se incluirfan aquellas materias
relacionales, sino también las reglas definidoras del modelo v de ka organizacisn de la funcién priblica,
afirmando que b tesis triunfante en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha sido ésta dltma.
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de sus 6rganos y su incidencia sobre los recursos humanos que los sirven y los
procesos de trabajo que en los mismos se desarrollan acabaria convirtiéndose en
una materia bdsica estaral. Aquf parece que las materias a regular se encontrarfan en
la propia estructura funcional de la burocracia puiblica, es decir, afectarian a los
rasgos esenciales de la estructura burocrdtica y a sus esquemas de ordenacién, abar-
cando las clases de funcionarios puiblicos, la definicién de funciones por puestos o
por cuerpos y escalas, la asignacién de cardcter nacional a dererminados cuerpos y
el régimen juridico bdsico de los instrumentos de planificacién y ordenacién del
personal.

A mi juicio, debe profundizarse atin mds en la distincién establecida separando
dos campos que no parecen coincidentes. Conviene distinguir los principios bdsi-
cos de ordenacién de.la burocracia publica de los instrumentos de planificacién,
ordenacién y gestién del personal de las administraciones piblicas. La utilizacién
por el Tribunal Constitucional del titulo especifico «régimen juridico de las ad-
ministraciones puiblicas», en asuntos relacionados con el personal al servicio de las
mismas, es reducida y se limita a reconocer como principio bdsico en el régimen
jurfdico de nuestras administraciones ptiblicas la distincién entre personal funcio-
nario y laboral,® a justificar, partiendo de la idea de una organizacién administrati-
va presidida por el principio de eficacia, el régimen de incompatibilidades de los
empleados puiblicos” y 2 afirmar que la introduccién de sistemas de negociacién de
las condiciones de trabajo de los funcionarios en las administraciones piblicas afec-
ta al régimen juridico de las mismas.®

Mds all4 de estas afirmaciones, que se mueven en ¢l terreno de las definiciones
fundamentales para perfilar el modelo de empleo piblico por el que opra el legisla-
dor, sélo tenemos el pronunciamiento sobre la constitucionalidad de la Ley
12/1983, de 14 de ocrubre, del proceso autondmico.

En esta sentencia, la afirmacién de la competencia estatal para regular los as-
pectos esenciales de la burocracia publica se refiere a una cuestién de modelo que se
ha de inspirar en el principio de intercomunicacién. Las normas esenciales que
permiten la intercomunicacién del empleo publico entre las distintas administra-
ciones publicas territoriales se consideran parte del régimen juridico de las ad-
ministraciones piiblicas y en ese sentido se admite la competencia bdsica estaral
para homologar programas y cuerpos y escalas a los solos efectos de que los funcio-
narios puedan participar en los concursos de traslados que convoquen el Estado y
las comunidades autdnomas. Es decir, en este caso la competencia sobre el régimen
juridico de las administraciones piiblicas habilica al Estado para disefiar el sistema
de movilidad y el marco de intercomunicacién, o si se quiere de intercambiabili-
dad, de los empleados piblicos entre las distintas administraciones publicas que
integran el Estado auténomico.®

36, STC 37/1981, de 16 de noviembre, FJ 5.

37. STC 178/1989, de 2 de noviembre, FJ 1.

38. STC 57/1982, de 27 de julio, F] 8.

39. La justificacién de la competencia estatal para regular los aspectos esenciales de la organiza-
cidn de la burocracia de las adminiscraciones publicas que se contiene genéricamente en el F| 38 de la
STC 76/1983, de 5 de agosto, hay que remirirla para su mayor concrecién al Fl 47 del mismo
pronunciamiento.
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En cambio, los pronunciamientos sobre la competencia de las comunidades
auténomas para conformar libremente la estructura orginica de su aparato ad-
ministrativo estableciendo las normas que lo relacionan con los funcionarios publi-
cos, con arreglo a las correspondientes potestades de organizacién y del principio
de jerarqufa, no faltan en la jurisprudencia constitucional

En definitiva, la competencia estatal sobre el régimen juridico de tas adminis-
traciones piiblicas puede amparar las decisiones fundamentales que el legislador
toma para configurar el modelo de funcién publica que se desea para el conjunco
de nuestras organizaciones publicas, pero conviene aislar dicha nocién de |z rela-
cidn orgdnica que une al funcionario con cada una de nuestras administraciones
publicas.

No parece que haya de somerterse a normas bisicas estatales la decisién creadora
de la organizacién o proceso por el que se asigna a un determinado apararo organi-
co una funcién o conjunto de funciones, ni la puesta en marcha o funcionamienco
de la organizacién que supone la dotacién de los elementos personales o materiales
para que pueda desempeiiar sus funciones.®!

Ni tampoco parece que pueda ampararse en este titulo especifico la competen-
cia del Estado para dicrar las bases a las que hayan de ajustarse los instrumentos de
ordenacién del personal, sin perjuicio de reconocer la competencia estatal para
optar por un modelo de funcién publica basado en los puestos de trabajo o los
cuerpos de funcionarios o para establecer las medidas necesarias para garantizar la
intetcomunicacién entre las funciones puablicas de los distintos niveles territoriales
del Estado, donde, por cierto, pueden jugar un extraordinario papel las téenicas de
relaciones administrativas que articulan los principios de coordinacién y colabora-
cion.®?

Mis incisivo puede resultar el segundo de los titulos competenciales arriba
mencionados. La competencia estatal para el establecimiento de las bases y la coor-
dinacién de la planificacién general de la actividad econdmica reconocida en el
articulo 149.1.13 de la CE, entendida como competencia de direccin de la activi-
dad econémica general, se ha utilizado para justificar la imposicién de topes méxi-
mos al incremento del volumen global de las retribuciones de todos los empleados
publicos por entender que constituye una medida econdmica general de cardcter
presupuestario dirigida a contener la expansién relativa de uno de los componentes
esenciales del gasto publico encaminada a la consecucidn de la estabilidad econé-
mica y la gradual recuperacién del equilibrio presupuestario;** dicho tftulo parece
reforzarse en la dltima jurisprudencia constitucional sobre la base del principio de
coordinacién entre haciendas territoriales contenido en el articulo 156.1 de la CE,

40. STC 22711988, de 29 de noviembre, F] 21; STC 29371993, de 18 de ocrubre, F] 3.

41. Sobre las condiciones de creacién de la organizacidn en el dmbito de nuestras administracio-
nes pyiblicas y sus relaciones con la politica de personal, Fondevila Antolin, Jorge, «Nuevos aspectos
sobre la naturalera de las estruciuras ergdnicas y relaciones de puestos de trubajo: jurisprudencia
recienten, RVAP, 28, 1990, pdg, 71 y ss.

42. Los principios bdsicos de la ordenacion de la burocracia y ¢l principic de colaboracién de las
distinras administraciones publicas caminan de la mano ¢n ¢l F] 47 de la STC 76/1983, de 5 de
agosto.

43. STC 63/1986, de 21 de mayo, I} 11; STC 96/1990, de 24 de mayo, F] 3,
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con lo que las restricciones establecidas en las corresponitlientes leyes presupuesta-
rias a las politicas retributivas de las comunidades aueénomas se inspirarfan en ¢l
articulo 149.1.13 de la CE y en el imite a la autonomfa financiera en que consiste
el principio de coordinacién contenido en el articulo 156.1 de la CE.*

Asi, la imposicidn de limites mdximos al incremento global de las recribucio-
nes de los funcionarios puablicos y del personal laboral que proceda incluir en cada
uno de los presupuestos generales de cada Administracién publica quedaria someti-
do a la competencia estatal sobre la base de los titulos mencionados, en el bien
entendido de que el tope establecido es un cuantiaumdxima que se predica de la
masa salarial, no de un grupo, cuerpo o escala de funcionarios o de un individuo
concrero, y que se exige no sélo con cardcter formal sino también material

A modo de conclustén provisional, puede ya establecerse que la competencia
bdsica estatal sobre el empleo puiblico se afirma en los siguientes titulos y se proyec-
ta sobre las marerias relacionadas a continuacién:

A) Las bases del régimen estatutario de los funcionarios piblicos comprende-
rian;

a) La opcién por un régimen estatutario definido legal y reglamentariamente
con cardcter objetivo.

b) Los requisitos y los sistemas selectivos para el acceso a la funcidn puiblica.

¢) Las normas que regulan el mantenimiento y la pérdida de la condicién de
funcionario publico.

) Las determinaciones generales y abstractas que permitan el establecimiento
de los requisitos de mérito profesional para la provisién de puestos de rrabajo.

e) Las normas sobre participacién y representacién colectiva de los funciona-
rios publicos.

f} Elsistema de incompatibilidades.
£ Las condiciones de promocién en la carrera administrativa.

B

rian:

—

Las bases del régimen juridico de las administraciones piblicas comprende-

a} La distincién entre personal funcionario y laboral.

b) La extensién del régimen de incomparibilidades a todo el personal al servi-
cio de las administraciones ptblicas.

¢) La movilidad de los funcionarios publicos entre las distintas administracio-
nes piblicas.

44. STC 17171996, de 30 de octubre, FJ 2.

45. La STC 171/1996, de 30 de octubre, F] 4, declara inconstirucional el precepto de una ley
autondmica que, resperando el lfmite de 12 legislacidn esraral sobre recribuciones de los empleados
publicos, establecfa unos fondos adicionales para finalidades especificas, argumentando que estos
fondos, al superponerse al reiterado tope, vendrfan a excederlo.
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C) Las bases y la coordinacién de la planificacién general de la actividad eco-
némica comprenderia:

a) El establecimiento de limites mdximos al incremento global de las retribu-
ctones de los funcionarios piblicos y del personal laboral.

4. La interpretacién constitucional de lo bdsico en materia de funcién piblica

El deslinde de la doctrina del Tribunal Constitucional sobre las bases en ma-
teria de funcién piblica exige tener en cuenta ¢l distinto contenido funcional de la
competencia bésica estatal que maneja nuestro intérprete constitucional.

En la jurisprudencia constitucional existen hasta tres concepciones diversas de
lo que sean las bases estatales:

a) Se puede acudir a la nocidn de la legislacién bdsica como norma de princi-
pios dictada para garantizar lo que debe tener un tratamiento comin para todos €n
un sector determinado, pero sin olvidar el cardcter nuclear o esencial inherente al
concepto de lo bdsico, lo que sin duda permite un amplio desarrollo legislativo por
las comunidades auténomas.

6) Puede entenderse la legislacién bdsica como definicidn de los criterios ge-
nerales de regulacidn de un sector del ordenamientd juridico, de una mareria juri-
dica o de una institucién que deben ser comunes para todo el Estado, con lo que lo
bdsico deja de ser norma de principio y pasa a englobar toda la actividad juridica
para ordenar un secror, una materia o garantizar una institucién.

¢) Es posible definir como bdsica una determi